RESPUESTAS DE LA REPÚBLICA DE EL SALVADOR AL CUESTIONARIO SOBRE EL DERECHO HUMANO AL AGUA POTABLE Y EL SANEAMIENTO 
CUESTIONARIO REMITIDO POR RELATOR ESPECIAL SOBRE EL DERECHO HUMANO AL AGUA POTABLE Y EL SANEAMIENTO, DEL CONSEJO DE DERECHOS HUMANOS DE LA ORGANIZACIÓN DE LA NACIONES UNIDAS.
1. ¿Qué marco y órganos gubernamentales rigen la regulación de los servicios de agua y saneamiento? Por favor proporcione información detallada sobre la legislación, las políticas y los mecanismos pertinentes. Por favor también suministre información sobre los organismos reguladores, su nivel de autonomía e independencia, y sus funciones y responsabilidades. Por favor facilite ejemplos.
En El Salvador, no existe un Marco Regulatorio relativo al derecho al agua y el saneamiento que desarrolle de manera integral la gestión del agua y con enfoque de derechos: Tampoco se cuenta con un ente rector que defina directrices y planes nacionales para atender el sector agua y saneamiento a nivel nacional. Son varias las entidades que ejercen algún nivel de regulación en aspectos puntuales, a través de normativas que regulan al sector hídrico, basadas en el artículo 117 de la Constitución de la República, que declara de interés social la protección, restauración, desarrollo y aprovechamiento de los recursos naturales.
A la ausencia de una entidad rectora se suma la existencia de 27 instituciones sujetas a diferentes marcos jurídico-normativos con competencias y atribuciones relativas al agua. Ello origina dispersión de atribuciones, funciones y responsabilidades, el nivel de: legislación, políticas y otros instrumentos, que afecta el desarrollo de la gestión integral del agua con enfoque de derechos humanos
Cabe mencionar que El Salvador ha impulsado desde 2009 múltiples esfuerzos para garantizar el acceso al derecho humano al agua y el saneamiento, que incluye la presentación a la Asamblea Legislativa en 2012 de un anteproyecto de la Ley General de Agua, aún en estudio, en el que se reconoce el derecho humano al agua y sa​neamiento, priorizando el consu​mo humano. Entre sus mandatos están: el desarrollo de un marco regulatorio moderno sobre la gestión del agua como un bien nacional; la creación de instru​mentos de planificación, técnicos y legales, económicos y financie​ros; la información, promoción, conservación y protección del recurso hídrico; y la promoción de la coordinación entre orga​nismos estatales, gobiernos municipales y organiza​ciones comunitarias, ambientales, académicas, entre otras. 

En ese escenario, las instituciones gubernamentales que comparten competencias en materia de regulación, son las siguientes:

El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales (MARN), instancia rectora en materia de protección, conservación y mejoramiento de los recursos naturales, es responsable de promover el manejo integrado de cuencas hidrográficas; le corresponde emitir los grandes lineamientos de la política hídrica. La LMA determina que deberá reglamentarse la gestión, uso, protección y manejo de las aguas y ecosistemas, estableciendo algunos criterios, particularmente, el aseguramiento, de la cantidad y calidad del agua, mediante un sistema que regule sus diferentes usos. Dentro de sus atribuciones, el MARN, regula las descargas de aguas residuales a cuerpos receptores. 

Asimismo, la Política Nacional de Medio Ambiente, 2012, cuyo objetivo es revertir la degradación ambiental y reducir la vulnerabilidad frente al cambio climático, incluye entre sus objetivos específicos de acción: restauración de ecosistemas y paisajes degradados, saneamiento ambiental integral, gestión integrada del recurso hídrico, integración de la dimensión ambiental en el ordenamiento territorial, responsabilidad y cumplimiento ambiental, adaptación al cambio climático y reducción de riesgos.

Al MARN le corresponde vigilar el cumplimiento de lo establecido en los instrumentos enunciados líneas abajo (numerales del 14 al 16).

La Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA), es el principal operador de agua potable y saneamiento en El Salvador, brindando servicios al 64% de la población a nivel nacional. Fue creada como institución autónoma, de servicio público y con personalidad jurídica propia, cuyo objeto es proveer y ayudar a proveer a los habitantes de la República, acueductos y alcantarillados, mediante la planificación, financiación, ejecución, operación, mantenimiento, administración y explotación de obras necesarias y convenientes a dicho objeto. 

La Ley de ANDA establece en sus regulaciones varios aspectos como el establecido en el Artículo 3 donde se establecen las facultades y atribuciones para construir y reconstruir, los sistemas de acueducto y alcantarillado, incluyendo los estudios, investigación, captación, tratamiento, conducción, almacenamiento y distribución de aguas potables.”  En el literal o) se establece que se someterá a la aprobación del órgano Ejecutivo en el Ramo de Economía, las tarifas razonables por el uso de las facilidades de la Institución, o por los servicios de agua potable. En cuanto a la calidad del servicio, la ANDA ejerce su propia regulación, siendo el Ministerio de Salud el que vigila la calidad del agua suministrada.

Ministerio de Salud (MINSAL): es responsable de vigilar el cumplimiento de lo establecido en los instrumentos listados líneas abajo (numerales del 1 al 13). El MINSAL, por medio de los organismos regionales, departamentales y locales de salud, desarrolla programas de saneamiento ambiental, encaminados a lograr la eliminación y control de contaminación del agua de consumo, del suelo y del aire (Artículo 56, letra h). En los Artículos del 61 al 65 del Código de Salud, se regula sobre el Agua Potable, estableciendo que las ciudades y poblaciones urbanas deberán estar dotadas del servicio de agua potable y si no se cuenta con ello el Estado, de acuerdo a sus recursos y conforme a los planes respectivos, la proveerán. El agua destinada para el consumo humano deberá tener la calidad sanitaria que el Ministerio conceptúa como buena y exigirá el cumplimiento de las normas de calidad en todos los abastecimientos de agua utilizadas para el consumo humano.

Legislación, políticas, mecanismos, funciones y responsabilidades:
1. El Código de Salud, emitido a través de Decreto Legislativo N° 955, del 28 de abril de 1988, publicado en el Diario Oficial Nº 86, Tomo Nº 299, del 11 de Mayo de 1988; de acuerdo a los artículos 56 literales a), b), f), h), e i); 57 al 59; 61 al 74; 77; 95 al 97; 99 al 101; 118; 137; 138; 157; 173 literales a) b); 184; 204; 242  d); 243; 249; 250; 254 ordinales 1°) 2°) 6°) y 7°); 284 numerales 6) 8) 9) 10) 18) 19) y 20); 285 numerales 8) 9) 13) 16) 17) y 25).

2. Norma técnica sanitaria para autorizar el funcionamiento de establecimientos agroindustriales para el procesamiento de caña de azúcar y el café en uva, emitida mediante Acuerdo Ejecutivo N° 610, del 2 de septiembre de 2014, publicado en el Diario Oficial Nº 164, Tomo Nº 404, del 5 de septiembre de 2014.

3. Norma técnica sanitaria para la instalación, uso y mantenimiento de letrinas secas sin arrastre de agua, emitida mediante Acuerdo Ejecutivo N° 310, del 15 de octubre de 2004.

4. Norma para el almacenamiento de sustancias químicas peligrosas, emitida mediante Acuerdo Ejecutivo N° 1189, del 4 de noviembre de 2010, publicado en el Diario Oficial Nº 211, Tomo Nº 389, del 11 de noviembre de 2010.

5. Norma técnica para la autorización sanitaria de granjas porcinas, emitida mediante Acuerdo Ejecutivo N° 1163, del 15 de noviembre de 2007, publicado en el Diario Oficial Nº 227, Tomo Nº 377, del 5 de diciembre de 2007.

6. Manual de Procedimientos Técnicos para la Vigilancia de la Calidad del Agua para Consumo Humano, oficializado en febrero de 2008.

7. Manual de Toma, Manejo y Envío de Muestras de Laboratorio, emitido a través de Resolución Ministerial N° 222, de fecha 31 de octubre de 2013.

8. Manual de Procedimientos Técnicos para la vigilancia de la disposición sanitaria de excretas, disposición de aguas residuales, manejo de desechos comunes y manejo de desechos bioinfecciosos, oficializado en noviembre de 2007.

9. Reglamento Técnico Salvadoreño para el manejo de los Desechos Bioinfecciosos, emitido mediante Acuerdo Ejecutivo N° 1251, del 1 de septiembre de 2015, publicado en el Diario Oficial Nº 162, Tomo Nº 408, del 7 de septiembre de 2015.

10. Reglamento Técnico Salvadoreño: Vigilancia sanitaria de Piscinas y Balnearios, emitida mediante Acuerdo Ejecutivo N° 742, del 3 de junio de 2015, publicado en el Diario Oficial Nº 119, Tomo Nº 408, del 2 de julio de 2015.

11. Norma Salvadoreña Obligatoria. NSO 13.07.01:08. Agua Potable. (segunda actualización), emitida mediante Acuerdo Ejecutivo N° 407, del 4 de mayo de 2009, publicado en el Diario Oficial Nº 108, Tomo Nº 383, del 12 de junio de 2009.  

12. Norma Salvadoreña. NSO 13.07.02:08.Agua Envasada. (primera actualización), emitida mediante Acuerdo Ejecutivo N° 922, del 9 de octubre de 2008, publicado en el Diario Oficial Nº 215, Tomo Nº 381, del 14 de noviembre de 2008.  

13. Lineamientos Técnicos para la Casa del Agua Saludable. “NE CAL AT YEJC”, emitido a través de Resolución de fecha 15 de marzo de 2016.

14. Ley del Medio Ambiente (LMA), faculta al MARN para emitir reglamentos especiales para la gestión, uso y protección de las aguas y ecosistemas (Art. 70), identificar zonas de recarga acuífera (Art. 71), así como promover el manejo integrado de cuencas, crear un Comité Interinstitucional para gestionarlas e incorporar a las autoridades locales de las mismas (Art. 48). 

15.  Art. 43 de la LMA, faculta al MARN para elaborar, en coordinación con el Ministerio de Salud, los entes del Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente, programas para prevenir y controlar la contaminación y el cumplimiento de las normas de calidad. El Art 49 asigna al Ministerio de Medio Ambiente, la responsabilidad de supervisar que todos los vertidos de sustancias contaminantes, sean tratadas previamente por parte de quien los ocasionare.     

16. Artículos del 19 al 29, 42 al 52 y 58 la Ley de Medio Ambiente detallan las siguientes atribuciones del MARN  en el tema de la gestión de las aguas: 
a) Velar y hacer cumplir los instrumentos legales, con el propósito de proteger, conservar y recuperar el medio ambiente.
b) Control y prevención de la contaminación. Coordinación con otras instituciones competentes. 
c) Establecer normas de calidad ambiental.
d) Programas de manejo de desechos sólidos, incluyendo programas de reciclaje.
e) Manejo de desechos peligrosos.
f) Otorgar permiso ambiental y efectuar auditorías de evaluación ambiental. 
g) Recibir informes operacionales de los sistemas de tratamiento.
Otros:
El Ministerio de Agricultura y Ganadería (MAG), tiene definidas sus competencias en materia de agua en la Ley de Riego y Avenamiento, promulgada en 1950, que tiene como objetivo incrementar la producción y la productividad agropecuaria mediante la utilización racional de los recursos suelo y agua y los beneficios derivados de tal incremento, al mayor número de habitantes. Esa Ley contribuye a una ordenada, racional y óptima utilización del agua y el desarrollo progresivo de la agricultura y ganadería nacional, en su Artículo 6 se delega al MAG  como la autoridad competente para tales fines; los literales de dicho artículo definen atribuciones como las siguientes:

a) Preparar y realizar, de acuerdo con el Consejo Nacional de Planificación y Coordinación Económica, los estudios, investigaciones, proyectos, planes y programas de aprovechamiento de recursos hidráulicos con fines agropecuarios;
b) Gestionar la asistencia y cooperación técnica necesaria para la ejecución de las obras y trabajos a que se refiere el artículo siguiente, así como el financiamiento que estime conveniente para las obras que fueren de carácter público; 
c) Celebrar los contratos de servicios, trabajos y obras que estime necesarios para la realización de los estudios, investigaciones, proyectos, planes y programas destinados al aprovechamiento de los recursos hidráulicos con fines agropecuarios;
d) Mantener y operar el servicio hidrométrico de las aguas nacionales para el estudio, investigación y aprovechamiento de las mismas;
e) Vigilar e impedir que en los cauces o álveos naturales de los ríos se construyan obras y se hagan trabajos sin la autorización respectiva, como así también ordenar su destrucción cuando las obras se hagan sin autorización o en forma distinta a la autorizada, y que se deriven o extraigan aguas en contravención a esta ley y sus Reglamentos; 
f) Dictar las resoluciones, órdenes, recomendaciones y cualquiera otra medida que estime conveniente para el cumplimiento de esta Ley y sus Reglamentos; 
g) Sancionar a los infractores de la presente Ley y sus Reglamentos, siguiendo para ello los procedimientos pertinentes;
h) Las demás funciones y atribuciones que le fija esta ley y sus Reglamento.
El ordenamiento del uso del agua está regulado en el Art. 10 de la ley en comento, en cumplimiento al cual, el MAG emite, previa inspección de campo para verificación técnica de la disponibilidad del agua y del cumplimiento de requisitos de tipo legal, permisos provisionales de uso de agua para riego, con una duración de una temporada de riego (estación seca).

Cabe mencionar que se encuentra en fase final de formulación, una Política de Riego y Drenaje, que tiene como propósito contribuir a la Seguridad Alimentaria y Nutricional por medio del ordenamiento del uso del agua con fines agrícolas. La misma define ejes estratégicos, orientados a fortalecer la capacidad de los regantes para la gestión de sus áreas de producción bajo riego, la inversión y financiamiento, la sostenibilidad ambiental de las fuentes hídricas, la gestión del conocimiento y la transferencia tecnológica entre otros aspectos. El ente que ejecutará dicha política es el Ministerio de Agricultura y Ganadería. 

El Ministerio de Economía aprueba ajustes a las tarifas de agua. El Fondo de Inversión Social para el Desarrollo Local (FISDL), a través de sus intervenciones, desempeña un papel importante para inversiones de agua y saneamiento en áreas rurales. Además presta asistencia técnica o capacitación a las Juntas de Agua para mejorar la sostenibilidad de los servicios. Así mismo, las Alcaldías Municipales desarrollan un papel importante en los sistemas de agua potable descentralizados.

2. ¿De qué manera el marco vigente y sus organismos contribuyen a la aplicación del contenido normativo de los derechos humanos al agua potable y el saneamiento, específicamente, las normas relativas a la disponibilidad calidad, asequibilidad, aceptabilidad, privacidad y dignidad? Por favor, facilite ejemplos.
En el quinquenio 2009-2014, el Gobierno reivindico el derecho al agua como derecho humano, comenzando a garantizar su acceso a la mayoría de la población, el actual gobierno en su Marco Estratégico del “Buen Vivir” y el “Desarrollo Humano para El Salvador”, orienta sus acciones hacia un modelo social que centra sus esfuerzos en el derecho de todas las personas a una vida plena, tiene como uno de sus principales enfoques el Desarrollo de Todos los Territorios y Comunidades, que se traduce en una estrategia de trabajo para que el país alcance el desarrollo pleno de su población. Este Plan responde al mandato Presidencial establecido en el Plan Quinquenal de Desarrollo 2014 – 2019, y busca alcanzar una gestión pública articulada, efectiva y eficiente en lo relativo a los servicios de agua potable y saneamiento.

Actualmente se está elaborando el Plan Nacional de Agua Potable y Saneamiento de El Salvador, el cual tiene como objetivo “Asegurar a la población salvadoreña, el acceso pleno y permanente a los servicios de agua potable y saneamiento”. A la par de este Plan, se está elaborando la Política Nacional de Agua Potable y Saneamiento, cuya finalidad es brindar el soporte político estratégico para la ejecución del Plan.

Con la ejecución del plan en el horizonte previsto se pretende contribuir a asegurar el acceso de la población a servicios sostenibles de agua potable, alcantarillado sanitario, tratamiento de aguas residuales y saneamiento básico, a través de acciones que permitan mejorar los indicadores sociales, económicos y de salud de la población salvadoreña en un horizonte de planificación de 20 años a partir del 2019. Los resultados que se pretenden alcanzar al finalizar el horizonte de ejecución del Plan son los siguientes:

· Asegurar una cobertura óptima de los servicios de agua potable, alcantarillado sanitario y saneamiento básico.

· Contribuir a la protección de las fuentes de abastecimiento de agua a través de una adecuada coordinación intersectorial para la gestión integrada de los recursos hídricos en el país.

· Regular los servicios de agua potable y saneamiento a través de un marco legal y normativo adecuado

· Lograr en la población un alto grado de sensibilización en el uso y manejo del agua de consumo, así como en un saneamiento adecuado, preservación del medio ambiente y generar una cultura de pago. 

· Impulsar la formación, el conocimiento y la investigación, para asegurar el desarrollo tecnológico del sub sector.

· Asegurar el derecho humano al agua potable y saneamiento así como también la equidad de género para una adecuada gestión de dicho servicio.

El Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en coordinación con ANDA, están en fase de diseño de la planta de tratamiento de aguas residuales para el área metropolitana de San Salvador, con la finalidad de contribuir al saneamiento de cuerpos hídricos, como el rio Acelhuate, el cual ha sido desde los años 60, la cloaca del área metropolitana.

Por su parte del Ministerio de Salud viene desarrollando las acciones siguientes:

a) Análisis del laboratorio periódico y permanente, de tipo físico, químico y bacteriológico del agua para consumo humano, del servicio público de agua potable suministrado por la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA), así como de la obtenida al nivel de pozos privados y otros sistemas de agua para consumo humano, como los de carácter comunitario, juntas de agua y  municipales. 

b) Inspecciones periódicas de campo para constatar que la distribución del servicio de agua potable se encuentre libre de todo tipo de contaminación.

c) Inspecciones de campo para el control de actividades de saneamiento y obras de ingeniería sanitaria.

Ejemplos: se realizan 9000 muestras por año de agua, para análisis físico químico, y bacteriológico a través de los inspectores de saneamiento ambiental de las Unidades Comunitarias de Salud Familiar, establecidas en todo el país, las cuales se verifican en el laboratorio del Ministerio de Salud y la lectura técnica la realiza la Dirección de Salud Ambiental.   

Asimismo, en la política Nacional de Medio Ambiente, promulgada por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales, en Consejo de Ministros, el 30 de mayo de 2012, se incluye el saneamiento ambiental integral, como una de sus 6 Líneas prioritarias de acción. Ello sentó las bases para la elaboración de una Estrategia Nacional de Saneamiento Ambiental y su respectivo Plan de Implementación; ambos en proceso de implementación. Además se está reformando el marco regulatorio de manejo de las aguas residuales, que tiene como propósito establecer mecanismos efectivos de control para reducir la carga contaminante de los vertidos de aguas residuales a los cuerpos de agua, lo cual actualmente reduce la disponibilidad de fuentes de agua para consumo humano, afectando así la accesibilidad y asequibilidad de los servicios de agua potable.  

El Fondo de Inversión Social Para el Desarrollo Local de El Salvador (FISDL), en el marco del Programa Comunidades Solidarias, ejecuta sus intervenciones en proyectos de agua potable y saneamiento básico considerando como principal instrumento de focalización el “Mapa Nacional de Extrema Pobreza de El Salvador”, esta herramienta permite atender a las familias en extrema pobreza, como instrumento de focalización geográfica y por hogar, el cual permite a la institución priorizar sus intervenciones, a través de una pertinente revisión de los criterios de asignación de la inversión. 

El programa Comunidades Solidarias cuenta con un Manual Operativo específico para inversión en proyectos de agua potable y saneamiento básico, donde se regula la ejecución, principalmente, en aspectos de definición de responsabilidades, transferencias de recursos, criterios técnicos, económicos, institucionales, ambientales y otros aspectos indispensables para garantizar la operatividad y transparencia de las intervenciones.

Los objetivos específicos de APSB son realizar una intervención integral que contribuya a: (i) Reducir las enfermedades diarreicas en niñas y niños menores de cinco años en un 26% con relación a una línea base, establecida por las instituciones pertinentes, a través de un programa de salud comunitaria basado en la introducción o el mejoramiento de agua potable para el consumo humano a un aproximado de 132,000 personas de una población de 615,329 habitantes ubicada en 100 municipios con población en condiciones de pobreza extrema severa y alta. Asimismo, el Sub-componente APSB construirá y/o mejorará un aproximado 12,500 letrinas; (ii) Introducir y/o mejorar el servicio de agua potable y saneamiento en los establecimientos de salud y escuelas ubicados en los 32 municipios con condiciones de pobreza extrema severa; y en los 68 municipios en condiciones de pobreza alta a aquellas escuelas y establecimientos de salud que estén dentro del área de influencia de los proyectos que se realicen, (iii) Promover la sostenibilidad de las intervenciones de salud a través de agua potable, saneamiento básico y medio ambiente, en el ámbito rural de las municipalidades y comunidades beneficiadas de la intervención de APSB, por medio de la organización de los beneficiarios, capacitación de estos en educación sanitaria e higiene ambiental, y Asociatividad de Juntas de Agua en áreas geográficas determinadas, y (iv) Fortalecer las capacidades técnicas, administrativas y de gestión de los miembros de las Juntas Administradoras para garantizar la sostenibilidad de los sistemas de agua. 

Así mismo, el FISDL en el marco de la administración del FINET provee  subsidio al consumo de energía eléctrica por bombeo y re bombeo a  aproximadamente 420 sistemas rurales de agua potable. Para ser objeto de este subsidio, las Juntas Administradoras de estos sistemas deben realizar, controlar y dar cumplimiento a un plan de operación y mantenimiento del sistema. 

3. ¿De qué manera el marco vigente y sus organismos apoyan la aplicación de los principios de derechos humanos de igualdad y no discriminación, acceso a la información, derecho a participar, rendición de cuentas, sostenibilidad y realización progresiva en el sector del agua y el saneamiento? Por favor, facilite ejemplos.
Con respecto  a los principios de derechos humanos de igualdad y no discriminación,  acceso a la información, derecho a participar, rendición de cuentas, sostenibilidad y realización progresiva en el sector del agua y el saneamiento, cabe mencionar que si bien El Salvador no dispone de una base legal específica que garantice o que otorgue el derecho para la participación de la población en los temas relativos a agua y saneamiento, en su defecto, dispone de legislación, reglamentación y normativas de carácter general, que permiten la participación ciudadana a todos los niveles, como son las leyes que rigen el actuar de instituciones autónomas y de los sectores sociales y económicos tales como: MARN, MAG, ANDA, FISDL, entre otros.

En el ámbito de la política pública el Plan Quinquenal de Desarrollo 2014-2019, es prioridad del GOES la construcción de políticas públicas del Estado y la promoción de la participación social organizada en el proceso de formulación de las políticas públicas, incluidas las del sector hídrico. Además uno de los objetivos del quinquenio ha sido revertir la tendencia del aumento de la pobreza registrada en los últimos años y ampliar la cobertura de los servicios sociales básicos tanto en las zonas rurales como en las urbanas, en especial para la población en condición de mayor vulnerabilidad, y sobre todo para las mujeres. Al mismo tiempo una de las metas para el quinquenio fue aumentar la cobertura de agua potable a un 80% al final del período en los 100 municipios más pobres, metas a las cuales las instituciones como ANDA y FISDL, han orientado los proyectos de inversión.
El Salvador dispone además de una Política de Participación Ciudadana que tiene como objetivo  impulsar la institucionalización de la participación ciudadana en la gestión gubernamental, para crear las condiciones que permitan que las personas, especialmente los grupos de población en mayores condiciones de vulnerabilidad y exclusión, accedan a los mecanismos para la defensa y exigencia de sus derechos, estableciéndose como un medio para la transformación social.  En particular este instrumento asume el mandato legal e institucional de promover activamente la participación ciudadana de las mujeres a través de, entre otros, el desarrollo de acciones afirmativas, de la promoción de la paridad de género en la conformación de los espacios de participación ciudadana y de la incorporación del enfoque de género en los distintos procesos e instrumentos relacionados. Así mismo, se compromete a garantizar la participación de los pueblos originarios, mediante procesos y formas de organización que les sean propias a su pluralidad y diversidad cultural, entre otros.

Por otra parte, existen las oficinas de la Defensoría del Consumidor, cuyo propósito es proteger y promover efectivamente los derechos de las personas consumidoras, facilitando la solución de controversias entre la población consumidora y los proveedores en general. Para el cumplimiento de su potestad sancionadora, la Defensoría cuenta con un tribunal sancionador que funciona de carácter permanente. Durante el 2016, a solicitud de la Defensoría, la Gerencia Rural de ANDA aporto elementos técnicos para tres casos reportados por incremento injustificado de tarifas.

La elaboración del Plan Nacional de Agua Potable y Saneamiento de El Salvador, que está dirigiendo ANDA, conlleva un proceso participativo para tomar en cuenta las necesidades y opiniones de los operadores no estatales.

Asimismo, con la adhesión de El Salvador a la Declaración sobre la aplicación del Principio 10 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo, en febrero de 2014, El Salvador, dispone de una herramienta más para facilitar el acceso a la información y la participación de la ciudadanía en la toma de decisiones. 

En el capítulo II  de la Ley de Medio Ambiente, titulado: “Participación de la Población en la Gestión Ambiental”, al nivel del artículo 8 se establece que: Las Instituciones integrantes del Sistema Nacional de Gestión del Medio Ambiente previamente a la aprobación de sus políticas, planes y programas, consultarán para su gestión ambiental, con las organizaciones de participación a nivel regional, departamental y local.

En la misma Ley al nivel del artículo 9 titulado: “Derecho de la  población a ser informada sobre la Gestión Ambiental”, establece que: Los habitantes tienen derecho a ser informados, de forma oportuna, clara y suficiente, en un plazo que no exceda de quince días hábiles sobre las políticas, planes y programas ambientales relacionados con la salud y calidad de vida de la población, especialmente para:

a) Participar en las consultas previas a la definición y aprobación de la política ambiental, en las formas y mecanismos establecidos en la presente ley y sus reglamentos;

b) Participar en las consultas, por los canales que establezca la ley, cuando dentro de su municipio se vayan a otorgar concesiones para la explotación de recursos naturales; 

c) Colaborar con las instituciones especializadas del Estado en la fiscalización y vigilancia para la protección del medio ambiente; y

d) Informarse y participar en las consultas sobre las actividades, obras o proyectos, que  puedan afectarla o requieran permiso ambiental.

El Ministerio establecerá lineamientos para la utilización de mecanismos de consultas públicas con relación a la gestión ambiental. Fomentará la participación de organismos no gubernamentales  ambientalistas, de organismos empresariales y el sector académico.

En adición a ello, la misma ley en el artículo 10 denominado: ”Participación de la Comunidad”, establece: El Ministerio del Medio Ambiente y en lo que corresponda, las demás instituciones del Estado, adoptarán políticas y programas específicamente dirigidos a promover la participación de las comunidades en actividades y obras destinadas a la prevención del deterioro ambiental.
También la Ley de Medio Ambiente incluye en el artículo 25 la “Consulta Pública de los Estudios de Impacto Ambiental”, que se  regirá por las normas siguientes: La consulta pública de los Estudios de Impacto Ambiental, se regirá por las siguientes normas:

a) Previo a su aprobación, los estudios se harán del conocimiento del público, a costa del titular, en un plazo de diez días hábiles para que cualquier persona que se considere afectada exprese sus opiniones o haga sus observaciones por escrito, lo cual se anunciará con anticipación en medios de cobertura nacional y a través de otros medios en la forma que establezca el reglamento de la presente ley;

b) Para aquellos Estudios de Impacto Ambiental cuyos resultados reflejen la posibilidad de afectar la calidad de vida de la población o de amenazar riesgos para la salud y bienestar humanos y el medio ambiente, se organizará por el Ministerio una consulta pública del estudio en el o los Municipios donde se piense llevar a cabo la actividad, obra o proyecto; y

c) En todos los casos de consultas sobre el Estudio de Impacto Ambiental, las opiniones emitidas por el público deberán ser ponderadas por el Ministerio.

Aun cuando la  Ley General de Aguas se encuentra en estudio, cabe mencionar que la misma  incluye el tema de la participación ciudadana. 
Otro instrumento que contempla la participación ciudadana es la  Política Nacional de Medio Ambiente 2012, elaborada por el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales la cual incluye la participación de toda la ciudadanía, a través de las consulta  pública y sus resultados, ya que según la Ley del Medio Ambiente, la población tiene derecho a participar en las consultas previas a la definición y aprobación de la política ambiental (LMA, Artículo 9). Más allá de esa disposición, la Política Nacional del Medio Ambiente 2012 se formuló bajo la premisa que el pleno compromiso y participación de la ciudadanía son condiciones imprescindibles para enfrentar la problemática ambiental del país. 

En lo concerniente al MAG la Ley de Riego y Avenamiento aún vigente, contempla en el Art. 29 la transferencia de la administración de los Distritos de Riego a sus respectivas Asociaciones de Regantes y en el Art. 47 menciona que los usuarios de aguas nacionales con fines agropecuarios podrán constituir asociaciones de Regantes  para la utilización y distribución del agua. La Ley  considera la participación  ciudadana en la administración del recurso hídrico, responsabilidad que recae en las Directivas de las Asociaciones, cuyos miembros son electos en Asamblea General de Usuarios; desempeñando  el MAG el  papel de mediador en los conflictos por el agua y proporcionando asistencia técnica a las Directivas de regantes en la aplicación de la Ley de Riego y Avenamiento.

En el área de salud se dispone de la Política Nacional de Participación Social en Salud, la cual si bien no contiene disposiciones explícitas sobre agua y saneamiento, aborda los temas al promover la salud como una prioridad en la agenda política, fomentar la participación social y comunitaria, y reorientar los servicios de salud hacia la promoción de la salud y prevención de enfermedades con enfoque de Atención Primaria en Salud Integral. Estos esfuerzos incluyen el desarrollo de Programas de vigilancia sanitaria del agua de consumo humano  y la disposición sanitaria de excretas y aguas residuales; así como el desarrollo habilidades y capacidades en la población, para participar en las decisiones que afectan su vida y optar por estilos de vida saludables. 
Es importante destacar que todo el quehacer en salud se rige por la Política Nacional de Salud 2015-2019, y que la concepción que se tiene de la salud es que la misma está determinada socialmente. Lo anterior implica que la salud es un resultado del modelo hegemónico de desarrollo, que debido a las inequidades generadas por su modelo de crecimiento, basado en la sobreexplotación y agotamiento de los bienes naturales, hiperconsumismo y desequilibrio con el entorno ambiental, condiciona la relación persona-naturaleza, sus modos de vida en el trabajo, estudio, vivienda y otros ambientes, desencadena niveles elevados de estrés, enfermedades ocupacionales que definen los procesos de enfermar y morir. Este enfoque, permite un accionar más amplio y demanda como condición estructural la participación cuidada, y eso responde el Eje 5 de la política nacional de salud y que se denomina Foro Nacional de Salud (FNS). El FNS es autónomo y constituye un espacio de participación para la definición de consensos y acompañamiento en la toma de decisiones hacia la transformación del Sistema Nacional de Salud para el pleno ejercicio del derecho humano a la salud, donde la sociedad civil organizada ejerce su derecho a la salud a través de un proceso de participación social y comunitaria consistente, voluntario, solidario y crítico. En ese contexto y con el acompañamiento del FNS, MINSAL en su trabajo intersectorial han resuelto varios temas comunitarios como contaminación de aguas, acceso al agua, letrinización que influye en el saneamiento, etc.   
En el caso del Plan Trifinio, la base legal es el Tratado Trinacional para la Ejecución del Plan Trifinio, que establece en su Artículo 6, la creación de un Comité Consultivo, el cual estará integrado por la sociedad civil, ONGS de la región, Alcaldes, Gobernadores y empresarios, para emitir opinión y proponer acciones sobre los proyectos que se desarrollan. 
En el MINED se dispone de una política de participación ciudadana en la gestión pública emitida por el Gobierno en septiembre del año 2013 – la cual propone varios mecanismos de participación en la gestión del Gobierno y es un marco de referencia para impulsar la participación ciudadana en la gestión pública. Asimismo, la participación comunitaria en torno al derecho a la educación y factores asociados como el agua y el saneamiento, riesgo social están sustentados en el Instructivo n°15 – 0932, para la organización y funcionamiento de los consejos consultivos de educación en cada departamento.
La ANDA, por su parte se encuentra trabajando una propuesta de política pública para el Sub sector de agua potable y saneamiento, actualmente en estudio.

Para finalizar, vale destacar que la Secretaría de Asuntos Estratégicos (SAE), La Secretaría Técnica  y de Planificación de la Presidencia (STPP) y la sociedad civil, integrada en un Consejo Consultivo, han conformado un Comité de Trabajo, que impulsa desde marzo de 2014  un proceso participativo para la elaboración de una propuesta de Ley de Participación Ciudadana.

Con relación al tema, el Ministerio de Salud dispone de las siguientes dependencias:

a) La Oficina de Información y Respuesta, en donde toda persona puede solicitar información, respecto del tema de agua y saneamiento.

b) La Comisión Intersectorial de Salud (CISALUD), conformada por 43 instituciones, tanto públicas como privadas para el fortalecimiento de las estrategias y acciones de cooperación intersectoriales e intergubernamentales, tendientes a identificar y reducir al mínimo los riesgos en salud pública.

c) El Foro Nacional de Salud, que constituye un espacio de participación para definición de consensos y acompañamiento en la toma de decisiones en el Sistema Nacional de Salud.

Así mismo la planificación realizada para verificar la calidad del agua, no se hace basados en principios de favoritismo de sector o población, sino que se realiza conforme a las posibilidades del MINSAL. 

No se omite mencionar que por mandato de Ley de Acceso a la Información Pública  y todas las instituciones públicas cuentan con Oficinas de Información y Respuesta, entre ellas las que tiene competencias en materia de agua y saneamiento. 

4. Por favor, proporcione ejemplos de medidas regulatorias adoptadas para asegurar un acceso asequible a los servicios de agua y saneamiento para grupos de población económicamente desfavorecidos y que viven en situación de vulnerabilidad. ¿Cómo garantiza su Gobierno que estas medidas se apliquen debidamente? ¿De qué manera el marco regulatorio responde a la problemática de la desconexión del suministro de agua y saneamiento, debida a la incapacidad financiera de pagar de los usuarios?
En el 2006, el Gobierno de turno emitió el Acuerdo Ejecutivo No. 980, en el ramo de Economía, por medio del cual aprobó las tarifas por los servicios de acueducto, alcantarillado y otros, que presta la Administración Nacional de Acueductos y Alcantarillados (ANDA). A través de este Acuerdo, la ANDA fue facultada entre otros servicios, a realizar cobros por “Explotación Privada” refiriendo específicamente que la Explotación Privada se define como: “La explotación de un manto acuífero para fines industriales, comerciales y residenciales”. En este cobro se incluyó a todos los operadores no estatales que hacen uso de las fuentes de agua, sean estos en urbanos y rurales, sin importar su condición socioeconómica.

En septiembre de 2013, una nueva reforma al 867 es aprobada: Acuerdo Ejecutivo 856, en donde por primera vez en la historia de los gobiernos de El Salvador, se reconoce que los usuarios de las áreas rurales del país que no tienen acceso a la red de agua potable de la ANDA, entre los cuales se encuentran los pobladores de los sectores donde funcionan sistemas comunales de abastecimiento de agua potable, tales como las Juntas de Agua y otras, no se benefician con el subsidio al consumo de agua potable del que si gozan los usuarios de la ANDA en las zonas urbanas. Que en consecuencia, resulta acorde con los principios de justicia y equidad que rigen el quehacer de la actual administración de la ANDA, aprobar una propuesta de reforma al Acuerdo Tarifario por los servicios de acueducto y alcantarillado que la institución presta, por lo que queda establecido en el artículo 9, la siguiente reforma: 

“Se exceptuan de los pagos contemplados en esta disposición, a los sistemas de explotación privada que bajo la modalidad de autoabastecidos proveen agua potable a las poblaciones que habitan en las zonas rurales del país, los cuales son propiedad o administradas por asociaciones administradoras de agua potable o juntas de agua, fundaciones o asociaciones sin fines de lucro, las asociaciones comunitaria, llamense ADESCOS, asociaciones administradoras de sistemas de agua y/o fundaciones sin fines de lucro (siempre que la finalidad de los sistemas sea el abastecinmiento de agua potable a los referidos sectores poblacionales) directivas comunitarias, comites de agua y cualesquiera otra modalidad similar, legalmente constituida, que hayan desarrollado o desarrollen sus proyectos en beneficio comunal y que con recursos propios hayan construido o construyan sus propios sistemas de acueductos y alcantarillados, para poder gozar de dicha excepción deberán ser declaradas de interés social de conformidad al procedimiento indicado en al Art. 3 numeral 1”

Aún cuando ANDA maneja precios inferiores al costo real del agua, las condiciones de acceso económico al agua siguen siendo dispares. No puede negarse que siguen existiendo familias de bajos ingresos que no pueden acceder a los servicios y subsidios facilitados por la ANDA. Ello, implica que se vean en la necesidad de recurrir a otros proveedores del servicio, que manejan tarifas más altas, no reguladas por ANDA. Otras personas carecen por completo de acceso al servicio domiciliar y gastan aún más para abastecerse de agua. Debe reconocerse además que no existe uniformidad en cuanto a las condiciones para efectuar cortes en el suministro de agua por falta de pago u otras razones.
5. Por favor, facilite ejemplos sobre cómo su Gobierno monitorea y hace cumplir la reglamentación en el sector del agua y el saneamiento.
Se cuenta con la Defensoría del Consumidor (DC), institución encargada de garantizar la defensa de los derechos de los consumidores, vigilando la provisión de bienes y servicios. Ante la DC se pueden interponer denuncias por violaciones a la Ley de Protección al Consumidor (LPC). Esta ley tiene por objeto proteger los derechos de los consumidores a fin de procurar el equilibrio, certeza y seguridad jurídica en sus relaciones con los proveedores (art.1), regulándose a partir de este objetivo un procedimiento administrativo sancionador en caso de incumplimiento por parte del proveedor del servicio. De hecho, la DC es una de las principales instancias en las que se denuncia a proveedores de servicios de agua potable. 

El Ministerio de Salud, por medio de los organismos regionales, departamentales y locales de salud cuenta con personal técnico idóneo para monitorear y vigilar el cumplimiento de la normativa respecto a la calidad de las aguas de consumo. A través de la Dirección de Salud Ambiental, lleva el programa de control de la calidad del agua para consumo, cuando existe alguna anormalidad al respecto se coordina con el ANDA, como principal abastecedora para tomar medidas correctivas al respecto. Así mismo a través de las Unidades Comunitarias de Salud Familiar, establecidas en todo el país, se  hace cumplir lo prescrito en el Código de Salud, por medio de los inspectores de saneamiento ambiental.
Asimismo, el Ministerio de Medio Ambiente y Recursos Naturales cuenta con cuatro Direcciones Generales, desde donde se ejerce el monitoreo y cumplimiento de la normativa vigente, estas son:

· Dirección General del Observatorio Ambiental: cuya función es apoyar la gestión ambiental y la gestión de riesgos mediante la observación sistemática de las amenazas relacionadas con fenómenos meteorológicos, hidrológicos, geológicos, oceanográficos y de calidad de agua y aire.
· Dirección General de Evaluación y Cumplimiento ambiental: tiene por objeto garantizar la protección del medio ambiente a través del ordenamiento ambiental y de la evaluación ambiental de las obras, proyectos y actividades de inversión pública y privada, así como su seguimiento y verificación.

· Dirección General de Saneamiento Ambiental: Fortalecer la capacidad institucional facilitar la implementación de la Estrategia Nacional de Saneamiento Ambiental y su Plan de Acción, con el objetivo mejorar los índices de salubridad ambiental.

· Dirección General Atención Ciudadana e Institucional: desarrollar la gobernanza ambiental en los ámbitos local y nacional, basada en una cultura de corresponsabilidad.

ANDA, cuenta con tres laboratorios ceretificados, desde donde se hace el monitoreo permanente de la calidad del agua que distribuye.

6. ¿Cuál es el enfoque o estrategia de su Gobierno respecto a los proveedores informales de servicios de agua y saneamiento?
Pese a los esfuerzos realizados por el Gobierno para mejorar el suministro de agua en el territorio nacional, todavía persistente déficits en algunos lugares, que han originado el surgimiento de proveedores informales de servicio de agua, que la venden a costos elevados y sin ningún control de calidad. Pese a que no existe una normativa especifica que los regule, le corresponde al Ministerio de Salud, según los estipulado en el Codigo de Salud, realizar los controles correspondientes. Actualmente se esta trabajando la Norma para el control de las aguas de consumo humano, en donde se incluira la regulación para este tipo de vendedores. 
7. En el caso de que los actores no estatales se encarguen del suministro de los servicios, el Estado debe garantizar que este modelo de gestión no resulte en violaciones de los derechos humanos al agua y el saneamiento. ¿De qué manera su Gobierno garantiza esta protección a través de la regulación de los actores no estatales? ¿Qué normas, principios y preocupaciones son tomados en consideración?
Pese a que no existe una regulación que permita asegurar la buena prestación de los servicios de agua potable y saneamiento por prestadores no estatales, se han impulsado diferentes iniciativas que contribuyen a garantizar dicha protección. Por ejemplo, embargo, la ANDA creo en el 2011 la Gerencia de Atención a Sistemas y Comunidades Rurales, con el objetivo de brindar asistencia técnica y procesos de capacitación para fortalecer la capacidad de operación y mantenimiento de dichos operadores no estatales. En el 2015 la Gerencia Rural elaboro el Catastro y Diagnóstico Nacional de sistemas de agua potable y saneamiento no administrados por ANDA, con la finalidad de conocer cuántos sistemas existen y su nivel de funcionamiento, con lo cual se puedan orientar acciones de fortalecimiento de operadores de sistemas de agua y saneamiento, sean estos: comunitarios, municipales o mixtos.

Durante el 2016 se atendieron 63 procesos de capacitación, que incluyen 5 jornadas por cada uno de ellos, para un total de 315 jornadas realizadas. En cuanto a asistencias técnicas fueron brindadas un total de 43 asistencias, que se refiere al apoyo que la Gerencia Rural da en cuanto a verificaciones de funcionamiento de equipos electromecánicos, pozos profundos, problemas de presión en el sistema, cloración, etc. Así mismo fueron atendidas 70 inspecciones para Declaratorias de Interés Social. En total durante el 2016, se logró atender 176 sistemas comunitarios, beneficiando a 171,267 habitantes de las zonas rurales. Se realizaron 3 procesos de formación de “Mujeres Fontaneras” para un total de 90 mujeres capacitadas, con la finalidad de que cuenten con nuevas formas de ingresos familiares.

Cabe mencionar que los ciudadanos tienen la opción de presentar denuncias en contra de los proveedores de servicios, sobre la base de la Ley de Protección al Consumidor, ante la Defensoría del Consumidor.

Con relación al agua para consumo humano, el Código de Salud establece una serie de infracciones relacionadas a la garantía de la calidad e inocuidad del agua. Cualquier persona puede denunciar ante el MINSAL y sus dependencias un hecho que constituya una infracción al Código de Salud. Entre las posibles infracciones se contempla el incumplimiento de medidas adoptadas por las autoridades para impedir contaminación ambiental que dañe la vida o la salud de las personas; desobedecer las disposiciones emanadas de las autoridades de salud, sobre actos que ordene hacer u omitir para lograr el adecuado mantenimiento del servicio de agua potable en zonas rurales; cortar o suspender el servicio de agua potable en las poblaciones, asentamientos rurales o a personas naturales; impedir inspecciones, etc. (Vid. Título III Código de Salud). 

Asimismo, el MARN promulgó el treinta y uno de mayo del año dos mil, el Reglamento Especial de Normas técnicas de Calidad Ambiental, cuyo objeto se define en el Artículo No 1 “Determinar los lineamientos o directrices para el establecimiento de las normas técnicas de calidad ambiental en los medios receptores, y los mecanismos de aplicación de dichas normas, relativo a la protección de la atmosfera, el agua, el suelo y la bio-diversidad”.    

Por su parte, el Ministerio de Medio Ambiente realiza inspecciones, de oficio o a instancia de parte, para determinar el cumplimiento del Artículo 49 literales a), b), c) y d), de la Ley de Medio Ambiente y al mencionado Reglamento. En caso que la actividad de que se trate no cuente con el Permiso Ambiental respectivo, se iniciará el procedimiento para la determinación de la responsabilidad administrativa, sin prejuicio de informar adecuadamente a la autoridad competente para los efectos de las responsabilidades civil y penal que correspondan.   
